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nir por de pronto. en los sucesivos regímenes de pensiones a
que dan lugar. un proceso legislativo de mejoras con la evi­
dente tendencia hacia una generalización iguaJ.itaria de las mis­
mas. Este proceso se manifiesta por ejemplo en la abolición de
la anterior desigualdad existente entre los trabajadores por cuen­
ta propia o autónomos sujetos al régimen especial agrario de la
Seguridad Social y los trabajadores por cuenta propia o autó--
nomos de la industria y loe servicios.· -

Siendo clard y expreso 01 propósito del legislador de perfec­
cionar e igualar el régimen de 11¡L Seguridad Social para. todas
las categorías de trabajadores, la desigualdad que resulta de
16 cláusulas relativas a la temporalidad para las personas que
están en la misma situación de viudez no ea objeto de expli­
cación ni de justificación por -el legislador. Tales cláusulas. de
las que sólo una tiene rango legal na disposición transitoria
1.-, 1, de la Ley General de la Seguridad Social, de 30 de mayo
de 1974) no aportan razón alguba para limitar sus beneficios
en el tiempo, en falta de coherencia con su propósito lrispira.­
dar. De ahí que haya que interpretarlas a la luz del principio de
igualdad, tal como 10 hemos conf:gurado. .

6.0 Pero la determinación de qué deba. entenderse, en el
contexto del presente caso, por desigualdad que entrañe discri­
minación, viene dada esencialmente por la propia Constitución,
que obliga a dar relevancia. a detenn1na.d08 puntos de vista
entre los cuales descuella el princLpi<) del Estado sociBil y demo­
crático de derecho del articulo 1, 1, que informa una serie
de disposiciones como el mandato del articulo 9, Z. que pres­
cribe a los poderes públicos .promover las condiciones para que
la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que
se integra sean reales y efectivas- y .remover los obstáculos
qUe i.mpidan o dificulten su plenitud_, y el conjunto de 108
principios rectores de la polftica social y económica del capítu­
lo III del titulo 1, cuyo .reconocimienOO, respeoo y proteoción.
informarán ..la legislación positiva, la práctica judicial y la
actuaci6n de los poderes· públicos., segUn diCe el artículo 53, 3,
de la Constitución, que impide considerar a tales principios como
nonneS sin contenido y que obliga a tenerlos presentes en la,
inteIJ)retación tanto de las restanteS normas constitucionales
como de las Leyes.

Entre tales pdnclpi()S se encuentra el del artículo 50, que
ordena a los poderes públicos garantizar, mediante pensione6
adecuadas y periódicamente actualizadas, .la suficiencia econó­
mica de los ciudadanos durante 1& tercera edad_, y que debe
oonsiderarse criterio de interpretación preferente en el presente
caso. El principio de igualdad ha de interpretarse, por tanto, en
el sentido ml.\s favorable a 1& realización de este objetivo, lo que
significa un especial rigor a la h-ora de con'siderar justificada
una desigualdad en este terreno. Desde este punto de vista
parece claro que no es motivo suficiente para establecer un trató
diferente en cuanto a la compatibilidad de pensiones el dato
de que el hecho causante se haya producido antes o despuéS de
una determinada fecha.

Atentarla contra el pr1nctpio de igualdad, según 18,. inter­
pretación a que la Constitución obliga, oonectar con ella una.
consecuencia como la del presente CaBO, en el cual un derecho
a-la pensión de viudedad queda condJcionado, en cuanto a lJIl
efectividad, a que SU titular renuncie previamente a la presta.­
ción de Jubilación que viene percibiendo, renuncia que no se
requeriría si el hecho causante ae hubiera producido con pos­
terioridad a la entrada en vigor del nuevo régimen.

7.° A partir de la entrada en vigm' de la Constitución, e8
un imperativo para todos los POderes llamados a aplicar la Ley
interprete.rla conforme a aquélla, esto 68, elegir entre sus posi­
bles sentidos aquel que sea más conforme con las normas

constitucional68. En el presente caso, ninguna de las nonnas que
introducen el régimen de compatibilidad conducen necesaria·
mente a afirmar la existencia de una regla de derecho transi­
torio como la que se ha aplioado y el citado principio de inter­
pretación de las leyes conforme a la Constitución obliga a que a
la hora de regular las situaciones anteriores se opte por aque­
lla posibilidad que :resulte más confonae con 1& protecaión de la
tercera edad a que se reflere el artículo 50 y manda que se
deseche la aplicación de una regla qU& conduce a un resultado
opuesto al que dicho precepto constitucional declara deseable.

8.0 La sentencia del TCT, posterior a la Constitución, no nie­
ga, por su. parte, el· derecho de la. recurrente a la pensión
de viudedad. lo que hace. es condicionar su ef€Ctiviad (el
derecho a percibirla) a la previa renuncia. a la pensión de jubi­
lación, a tenor del régimen de ·incompatibilidad vigente al pro-­
ducirse el fallecimiento del marido, que es el hecho causante del
derecho a la pensi6n de viudedad.. Hemos vi&to que con el falle­
cimiento del me.rido surgió para la recurrente un derecho poten­
cial. pero no actual, por cuanto no podria hacerse efedivo en
tanto la viuda no renunciara a. la otra pensión. Desaparecido
en la nueva legislación el cond,icionante de la renunoia. a la
pensión de jubilación, al ser reconocida la compatibilidad de
pensiones para 108 trabajadors agrarios por cuenta propia o
autónomos, 1& sentenoia. del TCT, aplica una. norma derogada.
En vez de aplicar la ley nueva, que es la. que debia regir para
el futuro, aplica una legislación que 86tablecia una desigualdad
de trato.

Al aplicar esta legislación anterior, establece un régimen
discriminatorio, por cuanto entiende que el hecho condicionante
de la percepción (la renuru::ia a la otra pensiónJ se aplica a las
&ituaciones de las viudas que comenzaron con anterioridad a
la nueva legislación, mientras que a las situaciones originadas
después de ésta no se aplica.

Con esta interpretación, que no tiene debidamente en cuenta
el -carácter esencialmente dinámico de la Seguridad Social.
evocado por la ya mencionada Ley de 21 de junio de 1972
e invocado por la sentencia de la Magistratura de Trabajo de
Gerona favorable a la tesis de la hoy recurrente, ni en general
los criterios dimanantes, hoy, de la Constitución, se ha vul­
nerado el artículo 14 de ésta, provocando una desigualdad opues­
ta a los princlpios que la inspiran.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal ConstJtuc1onaL,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACIOlI ESPAÑOLA.

Ha decidido:

al Otorgar el amparo solicitado por doña Pilar Jau Car·
banell.

b) Anular la sentencia del Tribunal Central de Trabajo de
7 de diciembre de 1981 en el recurso 1095/1979, en cuanto supe­
dita a la renuncia de la pensión de jubilación la efectividad del
derecho a la pensión de viudedad;

c) Reconooer el derecho de la r~urrente a percibir simul­
té.neamente ambas pensiones a partir del 7 de enero de 1978.

Publíquese esta sentencia en el .Boletín Oficial del Estadoa.
Madrid, 5 de mayo de 1982.-JerÓnimo Arozamena Sierra.­

Francisco Rubio L1orents.-Luis Oíez-Picazo y Panca de Le6n.
Francisco Tomás y VaHente.-Antonio Truyol Serra.-Firmadoe
y rubricados.

La Sala Se&unda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra. Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Diez-Picazo, don Francisco Tomás y
Valiente y don Antonio Truyos serra, Magistrados, ha pronun­
ciado,

Guitiá.n. Ha sido ponente el Magistrado don Luis Diez-Picaza,
quien expre.!:& el parecer de la Sala.

Del examen de las actuaciones r.esultan los siguientes,

ANTECEDENTES

1.0 El 17 de abril de 1972, por medio de documento privado,
doña Gregoria Luis Pineda, que contaba a la sazón setenta
y ocho años y era viuda de don Juan Vl11alba Ortega, vendió
dos vidas sitas en el término municipal de Fuensaldaña.: Una, d.e
una superficie de 32 áreas, radicada al pago de la Fuente del
Pastor y situada en el polígono 13, parcela 197, y la otra, de 13
áreas SO centiáreas, radicad&. en e~ mismo pago y sitio, y consti­
tuUva d.e la parcela 207 del poligono 13.

Aun cuando en el documento privado se decia que el com~
prador era don Ignacio Sostoa Durango, el writrato lo firmó don
F'6Jicísimo José Sánchez Pérez, con la. vendedora y dos testigos.

2," Tras ha.ber celebrado el correspondiente acto de concilia­
ción, oon fccha H de Julio de 1980, don Nkétoro Villalba Luis
promovió demanda de juicio deci'irativo de menor cuantía con­
tra don FeJiclsimo José Sánchez Pérez, doña Gregaria Luis Pi­
nedo y don Ignacio Sostoa Durango. La demanda tonía por ob­
jeto 1& declaración judicial de nulidad o inexistencia del contra­
to suscrito entre los demandados. y en ella se pedía quo, tras la
declaración de nulidad o inexistencia del ccntra.to, *' condanara.
al demandado don Felicíslmo José S¡§,nchez Péreoz:. qu; es quien
se encontraba en la posesión de las finca.!::, a (lUtC"'}3'a:r~~s ai de­
mandante, que actuaba, según ciecia, en nemore de la comuni­
dad hereditaria de ~on Juan Villalba Ortega.

Sala Segunda. Recurso de amparo número 40511981.
Sentencia nümero 210/1982. ele 5 de mayo de 1982.

la siguiente
EN NOMBRE DEL REY.

SENTENCIA

En el recurso de amparo registrado en los Registros 4el Tri·
bunal con el número 406 de 1981, interpuesto por el Procura­
dor de los Tribunales don Francisco Alvarez Garc1a, en repre­
sentación de don Felicísimo José Sánchez Pérez, asistido del
u.trado don Santiago Rodriguaz·Monsalve Garrig6s, en solicitud
de que se decrete, por presunta viola.cfón del artículo 24. de la.
Con~ti.tución, ja nulidad de la sentencia dictada por la Sala. de
10 C1VI~ de la Audiencia Territorial de Valladolid. oon fecha 19
de novll::mbre de 1981, recaída en la apelación de autos de juicio
declar~tlVO de menor cuantía. seguidos por don Nicéforo Villal­
va Lws contra don FeUc1simo José Sá.nchez Pérez dada Grega­
ria ~uis P.inedo y don Ignacio Sostoa Ourango, sobre nulidad O
ineXIstenCIa de un JOntrato de compraventa.

En el recurso de amparo han sido partes, además del recu­
rrente, el Ministerio Fiscal y don Nicéforo Villalba Luis, repre­
sen~? por la Procuradora de los Tribunales doña Espera.nza.
Azpeltla ea.lvfn y defendido por el Letrado don. Alfonso Soto
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La alegación fundamental de don Nicéforo Villalba Luis hacía
para fundar &u pretensión, consistía en eeñalar que las fincas
vendidas DO eran en el momento de 1& venta propiedad de la
vendedora, do1\a. Gregaria Luis Pinedo, sino que, por lo menos
en alguna. parte indivisa, pertenecían a la comunidad o socie­
dad de gananciales formada por la susodicha doña Gregoria
Luis Pinedo y don Juan VilIalba Ortega, de quien el demandado
don Nicéforo Villalba traía causa junto 000 sus hermanos y sus
sobrinos de otro hermano premuerto. Las fincas habían pertene­
cido, según el actor I inicialmente al matrimonio formado por don
Patricio Luis VUla.lba y dada Maria Pineda Alonso. Al falleci­
miento de don Pa.trtcio Luis Villa.lba &e adjudicó una cuota a su
viuda doi1a Maria Pinedo Alonso y otra a la hija del mentado
matrimonio doila Gregoria Luis Pinedo. El marido d.... doila Gre.
gana, don Juan Villalba Ortega, compró a su suegra, doña Maria
Pineda, la parte que a ésta correspondía, de manera que las fin-

- ca.s pertenecían en una cuota. a doña Gregaria. Luis Pi.nedo y en
cu&nto al resto de la sociedad de gananciaies iLdlvisa de don
Juan Villalba Ortega y doña Gregaria Luis Pineda, y como
quiera. que la venta la había hecho doña Gregaria Luis como
propietaria. absoluta, el contrato &ra a juicio del recurrente nu·
lo. En la demanda se decía que el fondo del asunto se cen~ra.ba
en dos motivos de nulidad, el primero de ellos basado en el aro
ticulo 1.259 del Código Civil. que establece en su párrafo segundo
que el contrato celebrado a nombre de otro por quien no tenga
su autorización o representación legal será nulo. a }10 ser que lo
ratifique la persona a cuyo nombre Be otorgue al.tes de 98r re·
revocado por la oka parte contratante, Adu,'ig" además, el acto
U11 segundo motivo de nulidad que era la inexistencia de precio.
puesto que en el contrato celebrado no se ha,bia fijado ninguno,
ni se establecía tampoco baremo o criterio de donde deducirlo.

El juicio se sustanció entre el demandante don Nicéfo·
ro VilJalba Luis y el demandado don Felicisimo José Sánchez
Pérez. ya que doña Gregaria Luis Pineda v don Ignacio So.stoa
Durango no oomparecieron, y fue resuelto por sentencia del
Juzgado de Primera Instancia número 2 de Valladolid, de fecha
12 de noviembre de 1980. que desestimó la demanda y absolvió
de eUa a los demandados. La sentencia del Juez de Primera Ins·
tancia número 2 de Valladolid consideraba. evidente la legitima­
ción del acto para obtener el retorno de una de las fincas ens.·
jer...adas a la comunidad heredi ..aria de su padre, aunque en esa
comunidad la vendedora fuera una de los »muneros. La facul·
tad de impugnar un contrato, normalmente c:mcedid& sólo a los
obligados principal o subsidiariamente en virtud de ellos. según
dice el articulo 1.302 del Código Civil, ha sido extendida por la
jurisprudencia a quienes tengan un interés protegible en la nu·
Helad. Sin embargo, en opinión del Juez de Primera Instancia nú­
mero 2 de Valladolid el interés esgrimido por el demandante
no se había ad.verado, pue.s la afirmación de que las fincas
vendidas eran propiedad de su padre la aC'reditaba mediante
unos documentos "lrivados -la partici6n de la herencia de don
Patricio Luis Vt1lalba y la compraventa dif' don Juan Villalba
Ortega a doña Marta Pineda Alonso-, que al no haber sido
adverados carecían de eficacia.

3.0 Interpuso contra la anterior sentencia. el demandante re­
curso de a~lact6n. qUe fue tramitado y resuelto por la Sala
de lo Civil de la Audiencia Territorial de Valladolid, la cual dic·
tó sentencia el 19 de noviembre de 1981, estimando el recurso
revocando la sentencia del Juez de Primera ILstancia núme~

ro 2 de Valladolid y acogif'n:io la demanda.
Frente a la tesis del Juzgado de Primera Instancia nÚme·

ro 2. que habia considerado como no adverados los documentos
privaCos de que anteriormente se ha hecho mérito, sostiene ]a
Audiencia que los documentos privados adquieren autenticidad y
produCt'D efectos en cuanto a terceros desde el día en que se
hubieran incorporado o inscrito en el Registro público. sin que
el articulo 1.225 del Código. Civil niegue fuerza probatoria a los
documentos privados que no hayan sido reconocidos legalmente,
Los documentos privado... no re.wnocidos. o los que no han adqw·
rido formalmente autenticidad, no carecen de todo valor para
justificar los hechos a los que se refieren, especialmente cuando
no han 'Sido tachados de falsos,' pudiendo a~reciarse como prue.
bas en unión de otros elementos de juicio. C05a que, en opinión
de la Audiencia, debía hacerse er este caso, ya que en la con·
testación de la demanda no se ha.bía impugnado expresamente
la autenticidad de los documentos en cuestión. lo que equivale a
un reconocimiento tácito de los mismos.

De las anteriores premisas extrajo la AudienCia de Vallado­
lid la conclusión _de que debía reputarse como acreditado que
las· fincas cuestionadas pertenecían como bien ganancial al ma­
trimonio de don Juan ViUalba y doña Gregaria Luis. y que, al
no constar que al fallecimiento del primero se hubiese hecho la
correspondiente partición, pertenecían a la comunidad formada
por sus herederos, de manera que al disponer de ella:. en forma
exclusiva la viuda realizó un acto de alteración de la -cosa
común llevado a cabo por uno solo de los comuneros. en contra
de la exigencia de unanimidad requerida 'Pa.ra esta clase de ac·
tos, incurriendo por su lado en la. ca.sación de nulidad prevista
en e1 arti-culo 4. 0 del Código Civil y por otro ero la anulación
del contrato en el que no existe E>l consentr:n:ento_ de todos los
que deben prestarlo. lo que determina el supuesto de inexis­
tencia del articulo 1.261 del Código Civil.

4.0 Por escrito de 21 de noviembre de 1981 la representación
en la causa de don Fellcisimo JOSé Sánchez Pére- solicitó acla­
ración de la sentencia, en cuanto a los siguientes extremos:
1) Si la sentencia, al declarar 1& nulidad s<-., referia a una sola
de la.s dos fincas que fueron objeto del negocio juridico do-

cumentado en 16 de abril de 1972 o a una sola de ellas, y en este
caso a cuál; 2) Si en la sentencia se habia acogido alguno
de los motivos de nulidad alegados a la demanda se habia esti­
mado por un motivo -diferente.

La Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Va.Jladolid,
en auto de fecht. 23 de noviembre de 1981. __claró la sentencia
en el sentido de que la nulidad, y la consiguiente condena de
restitución, se refería exclusivamente al viñedo de treinta y dos
área.s. En auto se señaló también que 1& sclaración tiene por
objeto los con<::eptos oscuros o las opiniones que ~ contengan
sobre puntos discutidos, de manera que declarada la nul.klad, la
aclaración no puede comprender los motivos por ks que hubo de
!ler declarada.

5. 0 Por escrito de fecha 17 de diciembre de 198: el Procu­
rador de los Tribunales don Francisco del Valle Alvarez Garc1a
presentó ante este Tribunal demanda de amparo del derecho
fundamental que establece el a.rticulo 24.1, -in fine. de la Cons·
tituci6n, que concretó en la súplica de que se decrete la nulidad
de la sentencia calentada de la Sala de lo Civil de la Audiencia
::le Valladolid;

Fundamenta su petici6n el recurrente en que el actor no ejer­
citó una acción reivindicatoria (real) sino una aoción (perso­
nal) de nulidad de un contrato, como cons€cuenci de la que, en
caso de tener éxito, se hada ¡:;-reciso retornar los elementos ob­
jetivos del negocio El. sus titulares primitivo E, Delimitado asi el
ámbito del litigio, el alU demandado y ahora recurrente en am­
paro contribuyó a concretar las cuestiones litigiosas. que en una
de las funciones bási<:a.s de la contestación a ia demanda, cen­
trando la oposición en el anAlísis de los do~ motivos en función
de lo cuales se postulaba la nulidad contractual, De ninguna
manera se suscitó debate sobre la titularidad dominical de la
parcela objeto del contrato, pues el plantea.miento de la demanda
atento sólo a los defectos estructurales del negocio, _lo imped.la.
El actor atinna.ba que la parcela pertenecía a la comunidad he­
reditaria de su padre. pero no como .un pecho sustancl~orde su
pretensi6n de :reintegro no que hubiera configurado. sin duda.
una acción reivindicatoria oon todo lo que ésta importa en or­
den a la justificación del titulo de adquisición, a la prueba de la
iden tidad de la finca en el tftulo y en la realidar y a la P098­
si6n de la finca así identificada por el deman:l.ante de amparol,
sino a efectos, pura y estrictamente, de :egitimación. para acre 4

ditar su interés en la pretensión de nulidad contractual que
postulaba sobre unos hechos y un amparo jurídico bien concra·
too Por eso, tal planteamiento cerraba la via hacia el debate
sobre el dominio. porque el propio acto lo habia excluido del ám­
bito litigioso al dejarle contraido a la nulidad contractual con
fundamentos' en vicios estructurales del negocio muy precisos,
en función 1e los cuales el demandado dispuso su aparato de·
fensivo. tantó alega~orl0 como probatorio,

La sentencia del Tribunal de ApeIa.ci6n, como se desprende
de su lectura se desentiende por completo del marco !itigioso
trazado por las partes 'l' sigue su propio esquema discursivO
para llegar al. mismo resultado pretendido en la demanda, y
con tal proceder se quebranta el derecho de dcfeL.6a (que eS
el mismo derecho de acción que en forma positiva garantiza el
artículo 24.1 de la Constitución. pero visto del revés), Porque
el actuar recul'Tente en amparo no ha podido defenderse en el
terreno en que se coloca el Tribunal de Apelación para deci­
dir la cUf!~·ti6n som~tida. que era la nulidad de un contrato
por dos moevos bien det(>rminados. De hab"'t: sido planteada la
cuestión siguiendo el esquema de la sentenCia, la postur~ pro·
cesal del recurrente podMe. hfl·ber sido cualquina de las hlPOté.
tica.mente posibles. desde una simple llamada de evicción has­
ta una oposición en la que podrív haber discutido todos o alguno
de los requisitos de la rel"indicatoria e incluso demostrar la
adquisición del derecho de dominio por otro titulo o va.lerse.
simplemente, de la presunción de lep;itimación reg~~r~l, y ~n
largo etcétera que ·seria impropio l"xponer. En defmltlva, dIce
el recurrente, lo que importa na es tanto la demostración con­
creta de la indefensión, que esta jurisdicción no puede valorar,
según los artfculos 44.1, bl, y 54 de su Ley reguladora, como la
demostración de la quiebra del principio de contradicc\6n, que
así queda perfectamente Justificada.

6.0 Admitida a trAmite la demanda de Qmparo y emplazado.s
quienes habian sido parte en el pleito, compareció ante este Tn­
bunal don Nicéforo ViIIalba Luis y abierto el correspondiente
término de alegaciones. efectuaron las suyas, las dos partes
comparecidas y el Fiscal General del Estado.

a) Según el Fiscal, la' pretendida indefensión para el recu­
rrente, en la segunda instancia del proceso civil, se f~nda en el
tipo de acción ejercitada, asi romo en la. ausenCIa de otra
acción de naturaleza distinta, por parte del demE.ndante en el
pleito y en particular por entender. según ~e afirma en la de­
manda de amparo. que «de ninguna manera se suscitó debate so­
bre la titularidad dominical de la parcela objeto del contrato....
que tal planteamiento cerraba la via hacia e1 debate sobr~ el 4~­
m.nio, por::¡ue el propio actor lo había excluido del ámbIto lItI-
gioso..... _,

Sin embargo, se aprecia que el actor afirma qU( doña Grego·
ria Luis Pineda había enajenado un viñedo que nc. er . de su pro­
piedad. al misme tiempo que lo hací8. respecto de otro que sí
lo era. y más adelante que en el contrato do';! comprav-enta de 16
de abril de 1972 se específicaba _que 1& citada finca .~rtenecla.a
doña Gregaria Luis por herencia... , pero en la ·pa.rUcIón h~redl­
taria .:. este vified:. fue adjudicado a ... doña MarIa Pmedo
Alonso... y de aquí se desprendía la caus. determinante de la
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nulidad del contrato. por cua.nto vendía quien, gegún ya afir~
maba la demanda, DO ostentaba titularidad para ello. y por su
parte en la contestación·, se sostiene que .1ft ve.::tdedora de las
dos fincas en el contrato de compraventa impugnado declaró que
le pertenecían, pero argumentó para el caso que ~o fuera .así,
es decir, tuvo concien(,.~a plena que se estaba debatIendo la. titu­
laridad de una finca en favor de una persona., que posterior­
ment€ había otorgado un con~rato de compraventa de la misma.
y preCisamente. por el juego de uns distinta valoración de las
pruebas aportadas por ambas partes. el Juzgado de Primera
InstanCIa y la Sl¡l.Ia de Apela.ción Uega.n a conclusiones diver­
sas, quedándose la primera en el ámbito de la falta. de legiti­
mación de una parte y de la no adveración de un documento
privado de :a otra, cosa que obviamente le impedia entrat: en el
conocimiento dp la cuestión de fondo, & la par que el TrIbunal
de apelación, entendiendo no se dan aquellos supuestos, entra
en el fondo de la cuestión y pronuncia. sentencia de acuerdo con
los pedim-entos de la demanda,

A mayor abundamiento, la sú·plica de la demanda, la sú­
plica de la contestación y la parte dispositiva de la sentencia, se
encuen tran de tal forma en la misma línea. que incluso se ictto'n-
tincan las expresiones. .

La pretendida indefensión, es decir, la posibilidad. de que se
hubiere proaunciado un Tribunal acerca de temas o cue-stio­
nes no sometidas a debate o desconocidas, por cualquier cir­
cunstancia, por el condenado, en modo alguno se desprende de
cuanto hasta. ahora se ha dicho.

El tema del derecho a la tutela efectiva por parte de Jueces
y Tribunales y de la presenta existencia de indefensión, han
sido reiteramente examinados por el Tribunal Constitucional y
en forma que es, según el Fiscal, adversa a las posiciones" del
recurrente

A juicio del Ministerio Fiscal, el término exacto en que está
planteado el presente proceso de amparo consiste en que ante
decisión adversa.. no obstante la posibilidad de ejercitar y haber
ejercitado todos los medios juridicos-procesales, se esgrime una
pretendida lesión de un derecho fundamental a fin de obtener
algo que el Tribunal ConstitucionaJ. ha estimado ina<lmisible:
Alcanzar una nueva instancia en la que se debatar las mismas
cuestiones que fueron objeto del pleito principal para. directa o
indirectamente lograr una decisión judicial -ya que el amparo
8upondria replantear el proceso- que sea favorable a la pre­
tensión de la parte vencida en pleito.

En opinión del Fiscal, hay que observar la postura que man­
tiene el recurrente para justificar SU ataque a la. se:J.téncia de
apelación. As1, en los fundamentos de derecho de su demanda
d~ amparo se afinna que -la sentencia del Tribunal de Apela­
ción... se desentiende por ....ompleto del marco litigioso trazado
por las partes y sigue su propio esquema discursivo para lle­
gar al mismo resultado pretendido en la demanda... y por este
..propio esquema discursivo. -se quebranta nuestro derecho de
defens8lO. Es decir que. en esencia viene a ponerse en tela de
juicio el -{ter-- del proceso lógico-jurídico que entrafuL una sen­
tencia, el conjunto de razonamientos que ·eli :.lzgador utiliza pa·
ra llegar a la conclusión del silogismo.

b) La representación de don Felicisimo J03é Sánchez Pérez,
en sus alegaciones, insistió en que lo que hay que hacer '8S de­
terminar si, como él mantiene, los derechos de carácter for~

mal y procesal consagrados en el articulo z.o.1 de la Consti tución
a favor del recurrente han resultado violados por la resolución
1udicial que puso fin al proceso concreto en que recayó. Su tesis
e.s que al discurrir dicha resolución por un cauce distinto del
trazado por las partes (fundamentalmente la actoraJ se ocasio­
na la indefen.slón de esta parte, que no tuvo oportunidad de
alegar y probar en el ámbito (nuevo) en que se sitúa la- moti­
ya.ción del ~allo, La tesis expuesta configura una hipótesis de
Indefensión contraria al derecho fundamental violentado (y a
otras ~onnas capitaJes del procedimiento que expresa.n el mis­
mo pnncip~o y que tanto atal'l.en al Juzgador- -congruencia de
las sentencIas- como a las partes -prohibición de -mutatio li­
belli, de plantear cuestiones nuevas). El proceso -dice el re­
cut:rente- an.tes que otra cosa es un método para hacer jus­
ticia en caso de litigio meJ.ia...lt.e la aplicación del derecho. Se
sup~ne que el es~9to cumplimiento de sus reglas lleva a la tor­
m~clón de la deCISión más just.a, de modo que el Juez, que es
qUIen dice lo justo, no puedE ni debe adoptar una decisión por
encima de las reglas procesales, pues sólo dentro del método
hal:'" .máxima probabilidad de acertar. Sabemos qU-t! hay muy
cahfu:ados juristas que no mantienen esta posición incluso re­
l~tivamente a las normas de derecho sustantivo --'uso alterna­
tIVO del derecho-, pero para nosptros esa idea de triunfar de­
rrumbaría la esencia de lo juridico como rázonable y c'omo
aquello que puede ser esperado en el ámbito jurídico. Volvien.
do a nues,trC! tema, saltar por encima de las reglas básicas
del pr<><:edlmlento sería apostar por la naturaleza intuitiva del
conocImIento antes que por su naturaliza discursiva; la intuición
pu~e alumbrar o enderezar un camino pero sólo el discurso
racional nos asegura, en lo posible, que es un camino idóneo.

El método, en el proceso civil, consiste en oue la parte
que reclama expone las razones de su petición al Juez, quien las
traslada a aquel trente f'. quien se formula la petición (principio
del contradictorio, elevado a derecho fundamental)· estas razo~
nes son hechos de la vida Jurídicamente relevante~ porque hay
una norma que los contempla en abstracto· (supuesto de hecho)
para anu~arles una consecuencia ;utidica¡ de aqu1 que las par·
tes orgamzan sus razones de hecho en función de las normas
qUe los contemplan, pues sólo por las normas tendenciales apli·

cable~ se conooen qué hechos son jurídicamente relevantes. A
la vista de las razones y pruebas de las partes ,del debate,
el Juez decide. Por lo tanto, la decisión no puede situarse máS
allá de los límites del debate, pues en tal caso se prescinde
del método. Sólo en casos muy singulares. en que el mismo de­
bate mantenido por fas partes reclame la aplicación de una nor~
ma distinta. de la contempll1tda por el actor para fundar su pre­
tensión será posible (_ura novit cu~ia,.) y ~asta obligado apl~­
carla efectivamente, porque respetandose el método Ha decl­
si6n seado.pta en función y d~ntro de los ~imltes del debate)
se llega a la solución verdaderamente. querida. por el· !Jrd&na­
miento: En el caso que nos ocupa el Tnbunal de ApelaCión trae
en aplicación normas jurídiGSS no contempladas por .el actor y
falta conocer si para aplicarlas respetó los términos y limites
en que se trabó el debate, lo que coincide con la comprobación
da nuestra tesis.

Para ello hay que contrastar la sentencia denunciada y la
demanda que abrt> el proceso. Puede ser dudoso si la .peticiÓL de
aclaración en su punto segundo y la respuesta del pnmer co~si~
derando del auto acla.ratorio son correctas desde la perspectiva
del artículo 363 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, pero es in­
cuestionable que desde la perspectiva. de la congruencia y de la
posible indefensión de esta parte, la CUEstión no queda cerrada
por el argumento que dicho considerando ofrece: Lo discutido en
el juicio es ·la validez de la compraventa y como se decreta su
nulidad, se resuelve sobre el punto discutid.o. S:n embargo, la
nulidad no se pide independientemente de la. causa qu~ la. p~o­
voca sino como efecto de ésta, de modo que la tarea JurIsdiC­
cional consiste más en comprobar la concurrencia de esa cau­
sa. que en decretar la nulidad (que no es 51 no el efecto que la
norma anuda al supuesto de hecho constituido por la causa de
nulidad) .

Los motivos de nulidad aparecen claríslmamente delimitados
en la demanda por referencia a. los preceptos que los contemplan
y ios hechos juridicamenta relevant~s.que los confor.man, a .te­
nor de los dichos preceptos, constituyen la alegación fáctlc.a
nuclear de la demanda (hecho terceroJ. T~les causas de nulI­
dad del contrato son dos: - Una, que la vendedora. actuaba en
nombre de otro sin su autorización (y cita el articulo 1.259 del
Código CivilJ, y otra, la falta de uno de los elementos esenciales
del contrato, el precio (y clta los artículos 1.4-45, 1.447 Y 1.4-49
del Código Civil). El debate se traba sobre la concurrencia de
ambos defectos. La sentencia denunciada dlSCUrre por un cauce
completamen~e diferente, al pu~to de que es. P&teI!t~ el. esque­
ma lógico discursivo correspondIente a .la accIón relVtn.dlcatoria
(considerandos 2.° Y 3.0 );-·una vez. obtemda una conclUSIón sobre
la titularidad dominical de la finca (tema este por oomple·
to ajeno ai litigio) vuelve al examen del negocio jurídico (con­
siderando 4 O) Y aprecia un vicio de nulidad (independiente­
mente de que en si mismo sea acertado o no) completamente
diferente de los aducidos en la demanda. Por donde resulta pa~
tente que la decisión se adopta extramuros del debate e~table­
cido en el proceso y queda. demostrado tanto la indefenSIón de
esta parte y con elia la violaci?n del. ~e.recho fULdamental cu.yo
amparo se reclaml, Cc.I'l:lO la Impo.slbIh<:lad te .acoger al.prln­
cipio -iura novit curia.. ¡as sustanCIales innovaCIOnes que lUtro·
duce la sentencia en el litigio (el debate tal y como quedó
formado no solicitaba la aplicación o rechazo de otras normas
diferentes de las invocadas en la demanda),

c) Por último, la representación de dOIl Nicé!oro Luis vi­
llalba efEctuó sUS alegaciones en las que pidió la d~sestimaci6n
de~ amparo argumentando que no ha existido ir.defensiÓn del
recurrente, 'y que en el supuesto de que hubies.e existi~ tenia
acceso al recurso de ca.sación por quebrantamiento de forma.
A juicio de est~ parte, ei demandante del amparL no dIscurre
sobre lo actuadQ, sino que más bien argumenta sobre cómo de­
bía haberse planteado la demanda y cómo debía haber fallado la
Sala. Describe cómo habria planteado su defensa caso de haber­
se ejercitado una acción reivindicatoria, pero es er caso que no
se ejercita ninguna acción de este tipo, sino por el contrario, una
acción de nulidad de contrato de compraventa, con el coro­
lario obligado de restitución de las cosas objeto del contrato pre­
vistas en el artículo 1.303 del CódigO Civil. y sobre -estas cues­
tiones. traídas a debate en la demanda y objeto de prueba, dicta
sentencia el Tribunal de Apelación. Curiosamente, contra lo eX­
PU&S.to en el hech-J segundo del recurso dr amparo donde se
afirma que la titularidad dominical de la finca. objeto del con­
trato, no había sido planteada, sino introducida -e~: novo- por la
Sala en su sentencia, ahora admite el planteamiento en la de­
me.nda de tal cuestión, su traída a debate, su calid&: de hecho
sujeto a prueba, pero dice que sólo a efectos de legitimación y
no como hecho sustanciador de la pretensión de reintegro. Se~

gún el recurrente, la probada titularidad. c.ominical sirve para
legitimar al actor como parte en el proceso, pero no como fun·
damento fáctico para la aplicación del articulo 1.303 del CódigO
Civil, corno se pide en la de-manda y ha podido se~· objeto de
oposicl.ón. Entendemos que basta ia alegación de un hecho en la
demanda '1 su prueba. para. que sirva. de soporte a todas las
consecuencias que de su exisL€ncia se derivan. En resumen:
1) se ha alegado la titularidad dominical de la. comunidad
hereditaria. en el hecho segundo de la demanda y se ha objeta.­
do en el hecho segundo de la contestación; 2) Se ha ejercitado
una acción de nulidad de contrato de compraventa por falta
de consentimiento en el hecho tercero de la demanda y se ha
fundam€ntMo en el ordinal cuarto de los fundamentos, asimis­
mo se ha objetado en el hecho primero de .& contestación y en
el funda.mento de derecho primero de la misma; 3) Se ha ejer~
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citado la acción restitutoria en el fundamento de derecho quin­
to de la d~manda y se ha. objetado en el fundamento de dere~
oho cuarto de 1& contestación; 4) La sentencia de la Sala da
puntual respuesta. a todas las cuestiones planteadas y es adecua­
<la a tadea los pedimentos del suplico de la dema.nda.

FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. La congruencia de las sentencias, que, oomo unrequt·
sito de las m1&mu esta.bleoe el articulo 359 de la Ley de Enjul·
clamlento Civil, Be mide por el ajuste o adecuación entre la
parte dispositiva y los términos en que las partes han formula·
do sus pretensiones y peticiones. de manera tal que no puede la
sentencia otorgar más de lo que se hubiera pedido en la de~an·

da, ni menos de 10 que hubiera sido admitido por el demandado.
ni otorgar otra cosa diferente, que no hubiera sido pretendida.
Cuando la desviación en que consiste la incongruencia es de tal
naturaleza que supone una completa modificació' d-e los térmi­
nos en que se produJo el debate prooesal, puede entraf\ar una
vulneración del principio de oontradicclón y por ende del fun­
damental derecho de la defensa, pues la sentencia ha de ser
dictada tras la existencia de un debate y de una contradicción,
y 6610 en esos términos dialécticos es justo el proceso y lusta la
decisión que en él recae. Puede por· esto ocurrir que al alte·
rarse en la sentencia los términos del litigio la condena se pro­
duzca sin que se le haya dado So las partes oportunidad de de­
fenderse, sobre los nuevos términos en que el Tribunal coloca
el asunto.

2. La doctrina sobre 1& congruencia. que según lo dicho pue­
de en algunas es.peciales ocasiones determinar una violación del
artículo Z4 de la Constitución, por inobservancia d'6i derecho de
defensa, es perfecta.mente compatible con el principio tradicional
según el cual ..iura novit curia... Los Tribunales no tienen nece­
sidad, ni tampoco obligación de ajustarse en los razonamientos
jurídicos que les sirven para motivar sus fallos a las alegaciones
de carácter juridico adUcidas por las partes y pueden basar sus
decisiones en fundamentos 1uridicos distintos, pues la tradicio­
nal regla enoarnada en el alarmismo ..iura novit curia.. les auto­
riza para ello.

3. La congruencia o tncongruencie. de UDa sentencia ha de
estimarse mediante la confrontación de la parte dispositiva con
los términos en que en las demandas o en los escritos funda·
mentales del pleito se confie:uran las acciones o las excepciones
ejercitadas. Para ello, hay que tener en cuenta que la acción
no es sólo el :resultado que el litigante Pretende obtener -lo
que Pide al Tribunal-, sino también el fundamento jurídico en
virtud del cual pide o ..causa petendi... Por ello, la jurispruden­
cia del Tribunal Supremo ha señalado con reiteración que, así
como no puede la sentencie. rebasar la extensión de lo pedido,
según prescribe el clásico aforismo según el cual -ne est iudex
ultra pe-titum partium... no pued-e tampoco modificar la causa
de pedir y a través de ella llevar a cabo una alteración de la

Sala Segunda. Recurso de amparo numero 400/1981.
Sentencia número 2111982, de 12 de mayo de 1982.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Diez Picaza,. don Francisco Toml1s y
Valiente' y don Antonio Truyol Serra, Magistrados, ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de a.mparo promovido por don JOSé Fernández
Cabado. representado por el Procurador don Juan Corujo y
López Villamil, y defendido por él mismo, contra sentencia de la
Sala Sexta del Tribunal Supremo pronunciada el 16 de octubre
de 1981, en recurso de casación número 67.0Z1. en proceso sobre
de:.pido laboraJ, y en el· que han comparecido el Ministerio Fis­
c!'.l y ..Scheriny Espai\a. S. A.-, representada por el Procurador
don Carlos de Zulueta Cebrián, bajo la direoción del Abogado
don Alfonso Caldevilla Gómez, siendo Ponente el Presidente don
Jerónimo Arozamena Sierra, quien expresa el parecer de la
Saja.

l. ANTECEDENTES

1.0 El señor Fernández Cabado presentó la demanda de
amparo de 16 de diciembre 1iltimo, indicando que la misma S6
dirige contra la sentencia citada, notificada el 25 de noviembre
anterior. En ella pide que se dicte sentencia _por la que se resta·
blezca el derecho fundamental del recurrente al ejercicio de la
libertad sindical de acuerdo con el articulo 28 de la Constitución,
asi como a la no descriminación, reconocido en el artículo 14 de
la Constitución. y el derecho fundamental a la tutela 1urisdiccio­
nal de los jueces y tribunales, sin que pueda producirse inde­
fensión, de acuerdo con el artículo 24 de la Constitución, asl
como los derechos fundamentales de. reunión y asociación reco­
nocidos por los artículos 21 y 22 de la Constitución española.
declarando la nulidad en cuanto al fondo y la forma de dicha
sentencia, y su carácter inconstitucional. ordenando el reconoci·
miento de dichos derechos y libertades fundamentales. y resta.-

acción ejercitada. pues si, ejercitada una acción y producida una
defensa frente a ella, estimara el Tribunal otra acción dif¿rec­
te tal sentencia se habría dictado sin verdadera c0otradicc¡ón v
sin que en el punto objeto de 1& resolución hubiera existido de­
bate ni defensa Por eso dijo la sentencia de' Tribunai Supremo
de 24 de mayo de 1974 que no puede pretenders:l balo el prtn­
cipio .. iura novit curia- que el Tribunal puec:Í3 cambiar la a.cción
ejercitada.

4. Si se tienen en cuenta las anteriores c,nsióeraciones, se
comprenderá fácilmente que. en el ca.so qu ahora nos ocu;)a.
la Sala de· lo Civil de la Audiencia Territorial dE Valladoad se
ha mantenido dentro del principio _iura novit curia.., no ha ai·
terado 1& acción ejercitada. y no puede ImputArsele por elle ha­
ber violado el derecho fundamental que contemple el a.rtícu_~ 24
de 1& Constitución. En la demanoa se pidió .a nulidad dei con·
trato otorgado por dona Gregoria Luis Pineda ccn fecha 17 de
abril de 1972, y la razón básica de pedir se encontró siempre en
el hecho de Que se trataba de un bien perteneciente a la comu­
nidad conyugal. vendido exclusivamente por la viuda, sin con­
tar para. nada. con los herederos de su consorte. Esta fUe la
razón de ped1r en la. demanda y la ..ratio decidendi -, con
independencia de le. al.egación de inexistencia de precio que no
encontró después acogida. Aunque en la demanda se aleR'ó el ar­
tículo 1.259 del Código Civil, relativo a los contratos ce1ebrados
a nombre de otro. y la sentencia de la Audiencia de VaJiadolid
razona sobre todo alrededor del articulo •. 0 de la antigua redac­
ci6p del Códigó y sobre la falta de los con'iBntimier.tos que de­
bieron integrar el contrato, de acuerdo con la idea de que
enajenada por uno de los comuneros en contra de la exigencia.
de unanimidad en el acto, 1& diferencia es de argumentación jU­
rídica, pero no de fundam~nto o causa, de modo que la Audien­
cia de Valladolid resuelve el debate en los mismos términos en
que se habia desarrollado y no deja en momento alguno en in­
defensión al demandado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE Li. C0NSTITUCION
DE LA NACION ESPAJ'lOLA,

Ha decidido:

Desestimar en todas sus partes el recurso de a.mparo pro­
movido por don FeliCisimo José Sánchez I'érez contra la sen­
tencia de la. Sala. de lo CIVU de la Audiencia Teritorial de Va­
lladolid de 19 de noviembre de 981.

PubUquese esta sentencia. en el ..Boletin Ofic1&l del Estado.. ,
Dada en Madrid !l 5 de mayo de 1982.-JerÓnimo Arozamena

Sierra.-Francisco Rubio Llo:rente.-Luis Dlez·Picazo, FranCISCO
Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-(Firmados y rubri­
cadosJ

bleciendo al recurrente en 1& intt.gridad de sus derechos y Iiber·
tades fundamentales con la adopción de las medidas apropiadas,
decretando su readmisión y su derecho al libre ejercicio de su
actividad sindical, en su condición de miembro y secretario del
.Comité de Empresa-.

2.0 En la demanda se exponen, como hechos relevantes a los
.efectos de este proceso constitucional. los siguientes:

Al El demandante accionó ante la Magistratura de Trabajo
n1imero 3, de Madrid, presentando demanda por despido nulo. o
subsidiariamente, improcedente, contra ..Schering España, Socie­
dad Anónima., a la que venía prestando servicios laborales y de
cuyo Comité de Empresa, era Secretario. La demanda tuvo
entrada en la Magistratura ellO de julio de 1979 y en el :uzgado
de Guardia el dia anterior. . ~

La Magistratura de Trabajo número 3, mediante Sentencia
del 12 de noviembre de 1979, desestimó la demanda y absolvió
a la Empresa por estimar inexistente el despido en la fecha que
se indica:>a en la demanda. En el considerando único de esta
Sentencia se dice: ..es procedente desestimar la demanda- puesto
que ésta se formula contra un despido verbal, que se dice
ocurrido el día 29 de junio de 1979, cuando de los hechos se de­
duce que dicho despido fue por escrito -y con efectos posteriores...
Se alude a una carta de. despido, diciendo la Sentencia ..que la
carta de referencia no consta fuera recibida por el actor-o
Recurrida esta Sentencia en casación fue confirmada por la
Sala Sexta. del Tribunal Supremo en 6 de octubre de 1980.

El Paralelamente a estas actuaciones y coincidiendo con
el trámite de traslado de la demanda••Schering España. So·
ciedad Anónima-, dhigió a la residencia veraniega del señor
Fernándcz Cabado, un telegrama de fecha 1 de agosto de .1979,
en- el que aludiendo a la demanda por despido. le comumcaba
que la carta de despido le habia sido enviada notarialmente,
transcribiéndose a continuación el texto completo ~e la carta.

En relación con esta -comunicación, el seÍ\or Fernandez Caba­
do planteó otra demanda por de.:spido nulo y subsidiariament.e
improcedente. presentada ellO de agosto de 1979, cuyo conocI­
miento correspondió por reparto al Magistrado de Trabajo nl1~
mero 15. Con el mismo objeto habia presentado el actor otra
demanda el día 4 del mismo mes f teparlida a la Magistratura
de Trabajo número 9 a la que se acumuló aquella.


